“Benítez, Jorge Eduardo c. Supermercados Ekono S.A. s/daños y perjuicios”

Expte. 110.015        (J. 10)

                                                                                   reg 244


En la ciudad de San Isidro, Provincia de Buenos Aires, a los
 6 días del mes de octubre del dos mil diez, se reúnen en Acuerdo los señores Jueces de la Sala Primera de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Isidro, Dres. Carlos Enrique Ribera y Alejandro Lesser, para dictar sentencia en los autos: “Benítez, Jorge Eduardo c. Supermercados Ekono S.A. s/ daños y perjuicios”, y habiéndose oportunamente practicado el sorteo pertinente (arts. 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y art. 263 del Código Procesal Civil y Comercial), resulta que debe observarse el siguiente orden: Ribera y Lesser, resolviéndose plantear y votar la siguiente:

CUESTION:

¿Es justa la sentencia apelada?


VOTACION:

A LA CUESTION PLANTEADA EL DR. RIBERA DIJO:


1. La sentencia de fs. 193/200 rechaza la demanda  por daños y perjuicios promovida por Jorge Eduardo Benítez contra Supermercados Ekono S.A., imponiendo las costas al actor y difiere la regulación de honorarios.


2. El referido decisorio es apelado por la parte actora a fs. 205, quien expresa agravios a fs. 216/9, los cuales fueron contestados por la demandada a fs. 223/5.


3. Pedido de deserción del recurso

Me referiré en primer lugar a la pretensión de la demandada de declarar desierto el recurso de su contraria.


Esta Sala I tiene dicho al respeto que “en salvaguarda de la garantía de la defensa en juicio, únicamente cabe utilizar la facultad que acuerda el art. 261 del mismo Código en caso de insuficiencia de incumplimiento resulta flagrante. La facultad del Tribunal de Alzada, que en definitiva depende de la apreciación subjetiva de los Magistrados, no puede ejercerse sino con suma prudencia, ya que en tales supuestos siempre se corre el riego de caer en arbitrariedad (causa n° 80.831).


En este caso la actora hace una crítica razonada y fundada de de la sentencia respecto a la valoración de la prueba analizada en primera instancia.


En consecuencia, paso a considerar seguidamente los agravios vertidos en autos.

4. Responsabilidad de la demandada

4.a. Los hechos objeto del caso 

La aparición de los hipermercados como nuevo sistema de ventas, ha planteado algunas relaciones jurídicas diferentes que necesitan una aplicación distinta de normas y principios ya existentes.


El caso que nos ocupa, la sustracción del automóvil dejado en la playa adyacente al supermercado, cuyo acceso es libre y gratuito, sin obligación de compra, ha planteado el interrogante sobre la responsabilidad del propietario del mencionado establecimiento por la sustracción de un automotor.

Sostiene el actor que el 1° de diciembre de 2005, siendo aproximadamente las 20,00 hs, fue al supermercado Plaza Vea propiedad de la demandada ubicado en la calle La Rioja y A. H. Irigoyen de la localidad de Gral. Pacheco  del partido de Tigre, acompañado por un conocido, habiendo dejado en la playa de estacionamiento su Peugeot 504, pick up dominio SHT 458. Luego de efectuar algunas compras al regresar advirtió que el vehículo había sido sustraído (fs. 6). Reclama indemnización por pérdida del automotor, privación de uso, valor de dos neumáticos nuevos que se encontraban en el interior del rodado y daño moral (fs. 30). 

Por su parte, la demandada Supermercado Ekono S.A. negó que el automóvil haya sido sustraído en la playa de estacionamiento de su establecimiento comercial (v. constatación de la demanda de fs. 44/51).

4.b. La prueba ofrecida

Recordados brevemente los antecedentes del caso, cabe analizar la prueba ofrecida por el actor producida para acreditar la sustracción de su rodado, lo cual ha sido motivo de agravios, ya que en la sentencia se interpretó que había sido insuficiente para probar el hecho, motivo por el cual se desestimó la demanda.

No puedo dejar de señalar que la intensidad de la exigencia probatoria puesta en cabeza del reclamante, debe correlacionarse con las concretas posibilidades de contar con elementos corroborantes, en función de las particulares características del suceso que genera la litis (arts. 375, 384 C.P.C.).

Así lo ha decidido la jurisprudencia al decir que en estos casos se advierten las dificultades que para cualquiera puede acarrear la demostración del depósito de un vehículo en una playa de estacionamiento, cuando - por las modalidades del lugar- no se extienden comprobantes de dicha circunstancia (CACCLomas de Zamora, causa N° 57.452, "Salinas, Víctor Hugo c/ Carrefour Argentina S.A. y ot. s/ ds. y ps.", 6/4/04).

Sin perjuicio de ello se pueden destacar la siguiente prueba aportada por el actor.

Con motivo del hecho que motiva esta litis Jorge Eduardo Benitez realizó denuncia policial por hurto la cual se dio intervención Unidad Funcional n° 1 de la localidad de Gral. Pacheco (causa n° 91333).

En dicha oportunidad denunció en la policía que el 1° de diciembre de 2005 dejó su camioneta Peugeot color blanco en la playa de estacionamiento de la demandada ubicada en el subsuelo aproximadamente a las 20,00 hs. y que luego de realizar algunas compras en el supermercado, al retirarse constató que su vehículo no se encontraba más en el lugar (fs. 1 de la cit. causa penal).

En la causa penal se designó un perito especialista en videocasetes quien obtuvo una cinta entregada por el personal de vigilancia que custodiaba la playa de estacionamiento de la demandada el día de la denuncia con 13 fotogramas en blanco y negro, pero debido a “su mala calidad de grabación no se logró observar los rostros, como así tampoco el dominio de los vehículos, siendo de mejor calidad las fotos remitidas por esa instrucción. Se extraen en forma ilustrativa dos (02) fotogramas”. En las citadas fotografías se puede observar una camioneta estacionada color claro similar a la que referenció el actor y luego se puede observar al rodado circulando por la playa (fs. 8 y 12). Las fotos están agregadas a fs. 11 del referido trámite (13 fotogramas).

En la sentencia apelada se tuvo en cuenta lo informado por la perito policial y se afirmó que del análisis del video era sospechoso “que en primera instancia la sustracción se había consumado por los integrantes de una camioneta de similares características a la denunciada como hurtada, que al lugar de ingreso con dos ocupantes y sale con uno solo y la otra camioneta que aparece en los fotograma de la causa penal identificados a las 19:46: borroso y 19:50:59 hs. es otra, si bien similar, pero sin la cúpula a la que Avalo se refirió expresamente)” (sic).

Si bien es cierto que se trataría de dos camionetas diferentes, una con cúpula, tal como denunció el actor que tenía la suya, y otra sin dicho accesorio, ello no lleva necesariamente a que la camioneta Peugeot color clara con cúpula y con dos personas en su interior que aparece ingresando y estacionando no haya sido sustraída.

Además la versión del actor es coincidente con lo declarado por el testigo Avalo quien dijo que había acompañado a Benítez al supermercado Plaza Vea de Gral. Pacheco en la camioneta y que éste la estacionó en el playa, pero que luego no la encontraron. Agregó que luego regresó a su casa en colectivo y que el actor fue a hacer la denuncia (fs. 18, causa penal). Esta declaración fue ratificada en el presente trámite, en la cual las partes tuvieron oportunidad de preguntar acerca de lo acontecido (fs. 166/7).

También el testigo Reyes declaró que se enteró que la camioneta fue sustraída en el supermercado de la demandada por comentarios de vecinos y del actor (fs. 127).

Contrariamente a lo expuesto en la sentencia respecto a estas declaraciones, interpreto que en el caso no debe privárselas de eficacia, ello debido a que no hay elementos que autoricen a dudar de la veracidad de las declaraciones, en particular la de Avalo por manifestar que acompañó al actor (fs. 166/7), tampoco pueden extraerse de las declaraciones, respecto de la cual la demandada no ejerció el derecho de repreguntar ni siquiera alegó la inidoneidad de las declaraciones conforme lo dispone el art. 465 del C.P.C.

En cuanto a lo manifestado por la demandada en la contestación de los agravios respecto a que Benítez en la denuncia penal manifestó que no contaba con testigos del hecho y luego ofrece como testigo Ávalo (fs. 223 vta.), no me parece que pueda dar lugar a suspicacia alguna, porque a lo que se refiere el actor es a que ningún testigo presenció el hurto del rodado, y no a que no estaba acompañado.

Además el actor ofreció como prueba pericial contable que se informara si la demandada al 1° de diciembre de 2005 tenía contratado un servicio de vigilancia y seguridad, pero el punto no pudo ser respondido porque la accionada no entregó al contador los libros ni la documentación que éste le requirió (fs. 151).

Por ello y teniendo en cuenta que los dichos de los testigos mencionados se muestran objetivos y coincidentes con lo manifestado por Benítez y con lo denunciado ante la Policía, por lo tanto cabe tenerlos por ciertos y como prueba idónea para determinar que la camioneta fue sustraída en el estacionamiento de la demandada (art. 375 y 456 del C.P.C.).

Además el actor acompañó una constancia de haber realizado algunas compras en la fecha mencionada en el supermercado de la demandada (fs. 4).

Estas constancias probatorias en el marco del razonamiento mencionado, interpreto que forman la convicción elemental acerca de la ocurrencia de la sustracción del Peugeot 504 aludido en el establecimiento de la demanda y de acuerdo con las circunstancias relatadas por el actor (cfr. CACC Lomas de Zamora, causa N° 57.452  cit.).

En consecuencia, paso a analizar si ésta es responsable por los hechos que originan el presente reclamo.


4.c. Antecedentes jurisprudenciales


La jurisprudencia relativa al tema del robo de automotores de las playas de estacionamiento de centros comerciales, en un principio negó responsabilidad al hipermercado, por interpretar que no existía relación contractual que pudiera responsabilizar por incumplimiento (CNCiv. Sala C, 15.5.70, ED, 34-242; CNCom. Sala C, 24.11.89, J.A. 1992-II-910; CNCom. Sala B, 2.8.91, J.A. 1992-II-59).


Pero posteriormente, se decidió, puedo afirmar de manera unánime, que el estacionamiento contiguo al hipermercado, explotado por sus propietarios como playa de estacionamiento gratuita para sus clientes, integra los servicios que el supermercado ofrece para la mejor comercialización y ventas de mercaderías, generando en el usuario la convicción de que su rodado queda bajo la guarda del establecimiento. Se interpreta que se ha concertado un contrato complejo innominado, que va desde la compraventa de mercaderías  hasta la provisión de un sitio adecuado para la custodia del rodado (CNCom., sala E, 28.10.91; J.A. 1992-II-60; ídem, Sala A, 22.5.96, L.L. del 1º.4.97; ídem, íd., “Arcadia Cía. de seguros c. Carrefour Argentina S.A.”, 16.4.1997, L.L. 1998-E, 394; íd., íd.,  “Compañía de Seguros La Mercantil Andina c. Carrefour Argentina S.A.”, 26.2.02, DJ 2002-2, 425 - LL 2002-D, 697;  ídem, 16.4.97, E.D. 9.2.98; id., sala D, “Caja de Seguros c/ Cadesa  y otro”,  22.10.02,  JA, 2003-II, p. 256; y también “Caja de Seguros  c/ Cadesa y otro”, del 19.10.01; CNCiv., Sala I, 4.11.04, DJ 2005-1, 596; ídem, sala E, 19.4.05, DJ 2005-2, 800; id., sala F, 17.5.05, DJ 2005-3, 1011).


Incluso la Sala B de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, posteriormente cambió de opinión al decidir que es procedente la acción de responsabilidad  por estacionamiento en la playa de un gran supermercado (L.L. 19.5.97, p. 1).


Se ha decidido que el hecho que el servicio sea gratuito no la exime de responsabilidad, en primer lugar porque este servicio no es totalmente desinteresado, desde el momento que la ventaja de contar con un lugar de estacionamiento implica una ventaja de obtener mayor clientela, con la consecuente obligación de seguridad que ello implica (CNCom., Sala A, 22.5.96, cit., L.L. del 1º.4.97) y además es de suponer que “los gastos de manutención deben por ser trasladados a los precios, por lo cual no puede sostenerse sea por entero “gratuito” el estacionamiento” (CNCiv., Sala C, 15.5.70, cit. del voto en disidencia de Dr. Marcelo Padilla, J.A. 1992-II-909; Cuiñas Rodríguez, Manuel y Díaz Palacio, Eugenia, Hipermercados - Estacionamiento de vehículos en playa y responsabilidad sobreviniente, L.L., 1998-E-400; Daniel E. Moeremans y Verónica A. Silva, Responsabilidad de los centros comerciales por daños derivados de robos o hurtos de vehículo en sus estacionamientos, en Revista de Responsabilidad Civil y Seguros, n° 4; Rómulo A. Rojo Vivot, Reflexiones sobre el alcance del deber de seguridad de los Centros Comerciales por el robo de vehículos en las playas de estacionamiento, LL Sup. Act. 17/08/2010, 1; Federico Álvarez Larrondo, Contrato de shopping center, Ed. Librería Editoria Platense, 2008).

También este Tribunal ha resuelto que el fundamento de la responsabilidad deriva de la aplicación del art. 1198 del Código Civil, cuando en su primera parte establece que los contratos deben celebrarse de buena fe, conforme a lo que las partes entendieron o pudieron entender obrando con cuidado y previsión, responsabilizando al centro comercial (CACC San Isidro, sala I, “Columbia S.A. de Seguros c. Unimarc s/ ds. y ps.”, causa 83.477, reg. 118, 11.4.2000, ED 191, 653; íd., íd., 4.2.08, íd., “Cassia, José Angel c. Showcenter S.A.“, LLBA 2008 (marzo), 204; ídem, sala II, García Chafuen c/ Cencosud S.A. s/ Daños y perjuicios”, 96012 RSD-258-4 S 9-11-2004; íd., íd., “Lupia, Emilio Andrea c/ Supermercado Norte S.A. s/ Cobro de pesos”, 93247 RSD-276-3 S 27-11-2003), solución coincidente con la de otros tribunales provinciales (CACC Quilmes, sala I, “Signori, Antonio Fernando c/ Maycar SA s/ Incumplimiento contractual daños y perjuicios”; 9396 RSD-28-7 S 30-4-2007; íd., íd., “Torres, José Eladio c/ Carrefour Argentina Sociedad Anónima s/ Daños y perjuicios”, 7432 RSD-7-5 S 1-3-2005; íd., íd., “Di Bello, Sara Alicia c/ Supermercado Norte S.A. s/ Daños y perjuicios”, 7844 RSD-55-5 S 10-6-2005; CACC Lomas de Zamora, sala I, “Cooperativa de Seguros Ltda. c. Cencosud S.A. –Lomas Center S.A.”, LLBA, 2001, 238; CACC La Matanza, sala I, 27.5.04, LLBA, 2004, 1247; C3ªAp.Civ.Com., Minas, de Paz y Trib. de Mendoza, ”Benavidez, Cristian Edgardo c. Mendoza Plaza Shopping S.A.“, 27.8.09, La Ley Online; AR/JUR/32303/2009; C6ªAp.Civ.Com. de Córdoba, 17/12/08, “Heredia, María Evelín c. Wall – Mart Argentina“, LLC 2009 (abril), 321, AR/JUR/21241/08).

No puedo dejar de mencionar que los grandes centros comerciales en el ámbito de nuestra Provincia, por disposición legal, deben contar con “espacios para el estacionamiento de vehículos particulares, dentro del mismo predio de acuerdo a lo que regule cada municipio” (art. 18 de la Ley 12.573), por lo que el deber de seguridad se impone frente al usuario.

En consecuencia, encontrándose acreditado que el actor estacionó su vehículo en la playa de estacionamiento de la demandada, lugar en que fue sustraído, adelanto que voy a proponer que se revoque la sentencia (arg. arts. 512, 902 y la doctrina que emerge de los arts. 1109, 1137, 1144 y 1198 del Código Civil).

No obstante lo expuesto, estimo necesario hacer algunas precisiones que se refieren a los fundamentos que han de ser ponderados a fin de llegar a la solución que formulo.


4.d. Defensa al consumidor y la obligación de 
seguridad 


Al fin indicado deberá atenderse en primer lugar a que la incorporación del vocablo consumidor y usuarios de bienes  y servicios en el art. 42 de la Constitución Nacional es una decisión valorativa que obliga a los prestadores de tales servicios a desempeñar conductas encaminadas al cuidado no sólo de la vida y la salud  sino también a la seguridad e intereses económicos (Ricardo L. Lorenzetti, Consumidores. Rubinzal Culzoni, Sta. Fe, 2003, p. 44).


Por ello que los usuarios y consumidores son sujetos particularmente vulnerables a los que el constituyente decidió proteger de modo especial, y por lo tanto, no corresponde exigirles la diligencia de quien celebra un contrato comercial. Quien hace uso del supermercado como en este caso el actor que realizó compras para lo cual dejó su camioneta en la playa de estacionamiento, tiene una confianza fundada en que el empresario se ha ocupado razonablemente de su seguridad (cfr. art. 42 de la Ley 24.240).


La obligación de seguridad y de protección de los intereses económicos del consumidor es objetiva, de modo que las eximentes solo pueden referirse a la ruptura del nexo causal. El hecho de la víctima, consistente dejar la camioneta estacionada, tal como declaró el testigo que acompañaba a Benítez, es un acto que no tiene aptitud alguna para configurarse una eximición de responsabilidad.


Interpreto además que la demandada podría haber intentado demostrar que tomó las previsiones a su alcance con el fin de evitar la sustracción de la camioneta, como por ejemplo acreditar qué medidas de seguridad tomó, pero nada aportó.


La protección de la persona, la seguridad e intereses económicos del usuario por parte del prestador del servicio (art. 42 de la Cont. Nacional), significa que se deben adoptar medidas a favor del consumidor con el fin de evitar que mientras realiza las compras se le sustraiga su vehículo (Sebastián Picasso, La culpa de la víctima  en las relaciones de consumo. Precisiones de la Corte Suprema, en LL 2008-C-562).


La doctrina ha dicho con razón que el servicio de estacionamiento no se presta de manera desinteresada sino que, por el contrario, es utilizado como una manera de atraer mayor clientela, ofreciendo una infraestructura y una presunta seguridad para el resguardo de los vehículos. Por ello que la "obligación de guarda, custodia y restitución de los rodados" por parte de los centros comerciales o como en este caso un supermercado, es un aspecto esencial en el contrato innominado que se perfecciona entre la empresa y sus potenciales clientes (Mauricio Boretto, Responsabilidad empresaria: shopping centers y supermercados. Estacionamiento gratuito. Cláusulas exonerativas de la responsabilidad: ineficacia, LLGran Cuyo 2001, 385).


4.e. La carga dinámica de la prueba en el derecho al consumidor 


Otro elemento a tener en cuenta para la solución que propongo es que conforme a lo dicho anteriormente respecto a la exigencia probatoria aplicable al caso, no puedo dejar de resaltar que la demandada adoptó una actitud pasiva limitándose a negar los hechos, pese a que sobre ambas partes pesaba un deber de colaboración conforme al principio fundamental de la buena fe, o en otras palabras lo que la doctrina especializada ha denominado como “principio de cooperación procesal” (Jorge W. Peyrano, El principio de cooperación procesal, LL 2010-A, 1062; Augusto M. Morello, Hacia una visión solidarista de la carga de la prueba (la cooperación al órgano, sin refugiarse en el sólo interés de la parte)”, ED, T 132-953).


Se ha dicho que en el ámbito del proceso de conocimiento, hay una tendencia consistente en abandonar la licencia otorgada hoy legalmente a la demandada de limitarse a negar los hechos invocados por la actora en su demanda, cuando hubiese participado y tenido injerencia en la base fáctica alegada por esta última. En tales supuestos se ha dicho que cabe preguntarse por qué “no imponerle en tal hipótesis que aporte y pruebe su propia versión de los hechos, en vez de concederle graciosamente la posibilidad de que se circunscriba a negar” (Peyrano, El principio …, p. 1062).

Adviértase que la demandada no puso a disposición del perito la documentación que acreditara la existencia de una empresa de seguridad en el lugar, los videos y los fotogramas son de tan baja calidad que impiden identificar la patente de la camioneta que aparece en la cinta, similar a la que tenía el actor. Tampoco se ha ofrecido, como podría haber sido la declaración del personal que estaba a cargo de la seguridad de la playa el día del hecho, ni otra constancia que hubiese permitido valorar si la demandada había tomado los recaudos necesarios mediante dependientes u otros medios para evitar hechos como el que nos ocupa. En este aspecto la demandada se encontraba en mejores condiciones para acreditar tales circunstancias. Por ello, esta omisión no la puede beneficiar ya que incluso atenta contra el deber de informar al usuario que le impone el art. 4º de la ley 24.240 y el art. 27 del Dec. 1420/93.

Además si se tiene en cuenta que el video fue entregado al perito policial por personal de la demandada, no sería desacertado concluir que ésta tomó conocimiento de la denuncia de la sustracción del rodado en enero de 2006. Por lo cual interpreto que la empresa debería haber asumido con la carga procesal de proporcionar su versión fáctica acerca de cómo ocurrieron las cosas cuando en las fotogramas aparece una camioneta como la de Benítez (Ricardo L. Lorenzetti, Carga de la prueba en los procesos de daños, LL 1991-A, 995-Responsabilidad Civil Doctrinas Esenciales Tomo III, 567-Obligaciones y Contratos Doctrinas Esenciales Tomo I, 313).

En casos como el que nos ocupa, el actor como consumidor, para acreditar el hecho, se encuentra frente a lo que se ha denominado como “prueba difícil” ya que tiene dificultad de aportar elementos probatorios concluyentes. Pero en estos casos se ha dicho que el material probatorio debe se analizado conforme a las reglas de la sana crítica (Jorge W. Peyrano, La prueba difícil, en “Debido proceso”, obra colectiva, Ed. Rubinzal Culzoni, Sta. Fe, 2003, p. 329 y ss.).

Además la doctrina de las cargas dinámicas de la prueba, tiene una destacada aplicación en materia de consumidores debido a la protección que la ley les reconoce a éstos, por ser la parte débil del contrato permitiendo que se resuelva con base a la equidad y a la verdad material y objetiva las controversias entre las partes (Flavio Ismael Lowenrosen, La Carga Dinámica de la Prueba, herramienta procesal que protege de modo real el derecho de los usuarios y consumidores, fuente: elDial.com-DCBE1; sobre carga dinámica de la prueba v.: Jorge W. Peyrano y Julio O. Chiappini, Lineamiento de las Cargas Probatorias “Dinámicas, ED, 107-1005 y sigtes.; Atilio A. Alterini, Carga y contenido de la prueba del factor de atribución en la responsabilidad contractual, LL, 1988-B, 947; Hugo Acciarri, Distribución eficiente de cargas probatorias y responsabilidades contractuales, LL 2001-B, 663)). 

Por todo lo expuesto, apreciando la prueba bajo las reglas de la sana crítica, considero que se encuentra acreditado que al actor le sustrajeron su rodado cuando se encontraba estacionado en establecimiento de la demandada, mientras aquél efectuaba las compras. Por ello la sentencia debe ser revocada, debiendo pasar a analizar los daños y perjuicios reclamados.


5. Indemnización 



5.a Valor del vehículo


Reclama el actor en primer lugar el valor de la camioneta Peugeot 504 FD, modelo 1994 que estimó en 18.000 $. 


El perito ingeniero mecánico estimó el valor del rodado al momento que fue sustraído (diciembre de 2005) en la suma de 13.700 $ (fs. 141).

En cuanto a la pericia, es oportuno recordar que esta Sala se ha pronunciado reiteradamente con relación a la prueba pericial, sosteniendo que estos son auxiliares la justicia cuya misión consiste en contribuir a formar la convicción del magistrado quien, no obstante no estar ligado categóricamente a las conclusiones del peritaje, que es solo un elemento informativo sujeto a la apreciación del juez (SCBA, Ac. y Sent. 1957-IV-54; 1961-V-490).  

En la hipótesis, entiendo que las apreciaciones del especialista en este aspecto de la pericia, tiene fundamento suficiente como para tener en cuenta a la hora de decidir (arts. 474, 384 del C.P.C.C.), ya que estimó el valor y no fue observado por las partes.

Por ello, habiendo sido admitido que el vehículo del actor fue sustraído en el estacionamiento del supermercado demandado, el reclamo en este aspecto debe prosperar.


En consecuencia, propongo que se reconozca el valor del vehículo en la del actor la suma de  13.700 $ (arts. 165, 384, 474 del C.P.C.C.; arts. 1068, 1083, 1069, 1094, 1095 y conc. del C.Civ.).



5.b Privación de uso


Reclama el actor la suma de 3.000 $ para reparar la privación del uso del vehículo. Dice que trabaja como jardinero y que utilizaba la camioneta para traslados, esparcimiento y que ante la sustracción debió arrendar vehículos sustitutos para el traslado de las herramientas (fs. 29 vta.).


En este caso se podría aplicar por analogía la solución que se da al supuesto que la actora era poseedora de un rodado que fue totalmente destruido, la indemnización por el valor del vehículo no cubre el daño derivado de la privación de su uso. Lo difícil es cuantificar el daño, ya que en este caso no se puede estar al tiempo probable de las reparaciones. 


Además en el presente no sabemos si el actor procedió a reemplazar el vehículo sustraído por lo que evidentemente la indemnización no puede darse en base al tiempo que duraría hasta la adquisición de otro rodado, ni tampoco por el tiempo que razonablemente fue necesario para concretar la venta de los restos del vehículo.

Conforme a lo solicitado, cabe recordar que la sustracción del rodado trajo un daño evidente para el actor. Por ello en mi opinión debe reconocerse la indemnización durante un lapso que estimo prudencialmente de 20 días, para que el actor consiguiera otro vehículo que reemplazara el utilitario sustraído que utilizaba para sus tareas como jardinero.

En consecuencia y meritando que el importe pretendido por la víctima, propongo que se fije la suma de 1.500 $ (art. 165 del C.P.C.). 



5.c Valor de elementos que se encontraban en 
el interior del vehículo


Dijo el actor que previo a concurrir al supermercado de la demandada había adquirido dos neumáticos nuevos que dejó dentro de la caja cerrada de la camioneta.


Para acreditar la expuesto acompaña la factura de compra de los neumáticos de la misma fecha en que el vehículo fue sustraído, de la cual además surge que la operación de compra se efectuó a las 19,17 hs. (fs. 5), aproximadamente media hora antes que advirtió que el rodado había sido sustraído (v. denuncia policial fs. 6 vta.). 


El tema relativo a la comprobación en juicio de los objetos faltantes denunciados por el titular del rodado estacionado es otro aspecto de particular interés, por cuanto como se ha dicho “la resarcibilidad del daño cuya reparación se persigue requiere, entre otros presupuestos, que el mismo sea cierto y no eventual” (Boretto, Responsabilidad empresaria…, p. 385).


Por ello propongo que se haga lugar también a este aspecto del reclamo por la suma de 436 $.



5.c Daño moral


El actor solicita el pago de 5.000 $ en concepto de indemnización por daño moral.

 Al respecto no se ha aportado ninguna prueba que acredite lo expuesto (art. 375 del C.P.C.).

Cabe recordar que es criterio que el art. 522 del Código Civil confiere a la reparación del daño moral el carácter de una satisfacción compensatoria que debe ser interpretado con sentido restrictivo para no atender reclamos que respondan a una susceptibilidad excesiva o que carezcan de significativa trascendencia jurídica, quedando a cargo de quien lo invoca acreditar el perjuicio que se alega haber sufrido (SCBA, Ac. 35.579 del 22.4.86 en DJBA, 131-34; CACCSan Isidro, sala II, 12.7.96 autos “Raggi c. Taller del Sol”, entre otras).

El actor no acreditó la existencia del perjuicio por el incumplimiento de las obligaciones contractuales, sólo ha sufrido un daño patrimonial el cual queda resarcido por la suma acordada equivalente al valor del rodado (cfr. esta Sala “Medina, Ramón S. c/ Cencosud S.A. s/ daños y perjuicios”, causa 100.826).


Ponderadas dichas circunstancias, estimo prudente y razonable confirmar este aspecto de la sentencia (arts. 384 del CPCC; 1078 del Cód. Civil).


6. Intereses


En cuanto a los intereses solicitados la Suprema Corte de Justicia de esta Provincia ha dispuesto que en caso de ilícitos los intereses por el período posterior al 1° de abril de 1991 serán liquidados a la tasa pasiva del Banco de la Provincia de Buenos Aires aplicable a los depósitos a 30 días. Por ello propongo que se aplique dicho interés desde la fecha que se sustrajo el vehículo del actor, 1°/12/2005, y hasta el efectivo pago (arts. 622 y ccs. Código Civil) (SCBA, causa 103.507 del 30.9.2010). 


Por todo lo cual y fundamentos expuestos, voto por la NEGATIVA. 

Por iguales fundamentos el Dr. Lesser vota también por la NEGATIVA.


Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente:

SENTENCIA:


Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, se revoca la sentencia de fs. 193/9 y se hace lugar parcialmente a la demanda por daños y perjuicios promovida por Jorge Eduardo Benítez contra Supermercados Ekono S.A. a quien se condena a pagar la suma de quince mil seiscientos treinta seis pesos (15.636 $), más la tasa de interés pasiva que utiliza el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de descuento a 30 días desde que ocurrió el hecho (1°/12/05), hasta el efectivo pago.

Y atento el resultado alcanzado, las costas de ambas instancias se imponen a la demandada en su condición de vencida (art. 68 del C.P.C.C.).


Regístrese, notifíquese y devuélvase.

Alejandro Lesser                





    Juez 




   

Miguel Luis Alvarez

Secretario



